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luta «ipso iure» e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 C.c), 
y ello cualquiera que fuera la «causa simulationis», o propósito práctico 
prevenido «in casu», que actúa como agente de uan ilicitud incompatible 
con la protección jurídica que de la que es propia del «ius nubendi» se 
desprende a favor de la verdadera voluntad matrimonial. Por ello no cabe 
excusar la práctica de la audiencia reservada de los contrayentes (cfr.art. 
246 R.R.C), ni obviar la eventual consecuencia de la desestimación de la 
solicitud de autorización del matrimonio, y ello con el fin de impedir la 
celebración de un matrimonio claudicante, que nacería con la tacha de su 
nulidad de pleno derecho, según antes se indicó, si realmente se constata 
la existencia de una simulación del consentimiento, por lo que procede en 
todo caso contrastar este último extremo.

VII. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para 
contraer matrimonio civil en España conforme a la legislación de nuestro 
país que cursan dos colombianos residentes en España. El auto dictado 
por el encargado del Registro Civil, quien al omitir toda mención de las 
normas de Derecho Internacional Privado ha puesto en marcha el deno-
minado «orden público internacional oculto», deniega la solicitud por 
estimar, frente al criterio del Ministerio Fiscal, que no existe voluntad de 
contraer verdadero matrimonio, conclusión que se llega en base a los 
siguientes hechos: los solicitantes han manifestado que no contando doña 
P. A. con permiso de residencia y habiéndosele negado tras solicitarlo, «el 
gestor dice que la mejor manera es esta» y que han decidido casarse «por-
que le interesa», manifiestan, respectivamente él y ella. Ahora bien, si se 
tiene en cuenta que resulta acreditada en el expediente que conviven jun-
tos, al menos, desde julio de 2004; que el resto de las declaraciones no 
revelan desconocimiento relevante de las circunstancias personales y 
familiares del otro, no puede afirmarse con rotundidad la existencia de 
simulación.

VIII. Por tanto, si se tienen en cuenta la presunción general de buena 
fe y que el «ius nubendi», como derecho fundamental de la persona no 
debe ser coartado, postergado o denegado más que cuando exista una 
certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad el matri-
monio pretendido, ha de ser preferible, aun en casos de duda, no poner 
trabas a la celebración del enlace. Como expresó en un supuesto similar 
la Resolución de 9-2.ª de Octubre de 1993, «ante la opción de autorizar un 
matrimonio que eventualmente sea declarado nulo o de coartar el «ius 
connubii», este Centro Directivo ha de elegir la primera alternativa».

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria:

1.º Estimar el recurso y revocar el auto apelado
2.º Declarar que no hay obstáculos para que el Juez encargado auto-

rice el matrimonio.

Madrid, 10 de octubre de 2005.–La Directora general, Pilar Blanco-
Morales Limones.

Sr. Juez encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria. 

 18980 RESOLUCIÓN de 14 de octubre de 2005, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto contra el acuerdo dictado por el Juez encar-
gado del Registro Civil Central, en las actuaciones sobre 
declaración de nacionalidad española.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española remiti-
das a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el escrito del Juez encargado del Registro Civil 
Central.

Hechos

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central el 25 de 
abril de 2003, Don V. B. K., nacido en Alcarzarquivir, Larache, el 14 de 
mayo de 1959, manifestó que en el año 1994 le fue concedida la nacionali-
dad española por residencia, no pudiendo presentar en esa fecha la docu-
mentación correspondiente a sus padres, que eran españoles, por lo que 
solicitaba que se cambiara la causa de inscripción de su nacionalidad 
española, de adquisición por residencia a recuperación, por ser hijo de 
español de origen nacido en España. Se adjuntaba la siguiente documen-
tación: Inscripción de nacimiento del interesado, hijo de Don M. V. y Dña. 
R. B.; certificación en extracto de inscripción de nacimiento, y acta de 
nacimiento del padre del interesado, Don M. A. C., nacido en Ceuta el 30 
de diciembre de 1929, y diversa documentación del mismo correspon-
diente a su inscripción en el Consulado de España en Tetuán, y a su vida 
laboral; y certificado de matrimonio de los padres del interesado.

2. El encargado del Registro Civil Central, con fecha 10 de julio de 
2003, dictó acuerdo denegando la solicitud de modificar las causas de ins-
cripción de nacionalidad española de adquisición por residencia a recupe-
ración, ya que el camino registral para declarar la nacionalidad española de 
modo originario, ha de ser la obtención de una declaración de la nacionali-
dad española con valor de simple presunción, a través de expediente, en el 
que la competencia para aprobarlo en primera instancia esta encomendada 
al Registro Civil del domicilio del solicitante.

3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste inter-
puso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solici-
tando que se anule la resolución recurrida, y se acuerde que es competente el 
Registro Civil Central, resolviendo que la nacionalidad sea de origen y no por 
residencia, en base a que el promotor estaba domiciliado en Madrid.

4. De la tramitación del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que 
interesó la confirmación por sus propios fundamentos del acuerdo recurrido. 
El encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, informando que no habían sido desvirtuados los 
fundamentos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 17, 22 y 330 del Código Civil; 38, 64, 92 y 96 de la 
Ley del Registro Civil y 297 y 335 del Reglamento del Registro Civil.

II. El promotor adquirió la nacionalidad española por residencia en 
1994, que causó la correspondiente inscripción de nacimiento fuera de 
plazo y la marginal de nacionalidad en el Registro Civil Central. La preten-
sión ahora del interesado es la de que se varíe la causa de adquisición susti-
tuyendo la adquisición por residencia por la declaración de nacional de 
origen por ser hijo de padre español.

III. El principio de concordancia del Registro con la realidad impide 
acceder a lo solicitado. El interesado cumplió los trámites y requisitos 
necesarios para adquirir por residencia la nacionalidad española que, como 
hemos visto, le fue declarada e inscrita. Su nueva petición, por la vía que se 
pretende, no puede afectar al asiento practicado. En efecto, el principio de 
salvaguardia judicial de los asientos del Registro Civil (cfr. arts. 2, 3 y 4 
L.R.C.), la regla general conforme a la cual las inscripciones sólo pueden 
rectificarse por sentencia firme recaída en juicio ordinario (cfr. art. 92 
L.R.C.), el carácter constitutivo de las inscripciones relativas a la adquisi-
ción de la nacionalidad española por residencia (cfr. arts. 330 C.c. y 64 
L.R.C.), y la ejecutividad y presunción de validez de la propia resolución de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado de concesión de la 
nacionalidad española por residencia a favor del interesado (cfr. arts. 56 y 
57 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre) impiden acceder a la pretensión 
del recurrente en vía registral. Y si bien es cierto que por expediente guber-
nativo pueden suprimirse «asientos o circunstancias cuya práctica se haya 
basado, de modo evidente, según el propio asiento, en título manifiesta-
mente ilegal» (vid. art. 297 n.º 3 R.R.C.), resulta obvio que tal cauce proce-
dimental es inadecuado al caso presente en que el título causante de la 
debatida inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española 
por residencia se basó en título que goza de la presunción legal de validez 
antes indicada, en tanto no se declare su nulidad en vía judicial o a través 
del correspondiente procedimiento de revisión de oficio.

IV. Cosa distinta, como indica atinadamente el auto recurrido, es que 
el interesado pueda instar la incoación de un expediente registral encami-
nado a la obtención de una declaración con valor de simple presunción, al 
amparo de lo previsto en el artículo 96 n.º 2 de la Ley del Registro Civil, de 
su nacionalidad española de origen por ser hijo de padre español, siempre 
que se cumplan todos los requisitos legales para ello, incluidas las reglas de 
competencia, que la atribuyen no al Registro Civil Central ante el que se ha 
elevado la petición inicial cuya denegación ha dado lugar al presente 
recurso, sino al Registro Civil del domicilio del interesado (cfr. art. 335 
R.R.C.), y cuya eventual declaración favorable podría reflejarse registral-
mente a través de la correspondiente anotación preventiva, en la forma y 
con los efectos previstos legalmente (vid. arts. 38 y 96 L.R.C.).

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 14 de octubre de 2005.–La Directora general, Pilar Blanco-Mora-
les Limones.

Sr. Juez encargado del Registro Civil Central. 

 18981 RESOLUCIÓN de 20 de octubre de 2005, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto contra el acuerdo dictado por el Juez Encar-
gado del Registro Civil Central, en el expediente sobre 
inscripción de adopción.

En el expediente sobre inscripción de adopción remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal contra acuerdo del Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Hechos

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Sevilla el 30 de 
septiembre de 2004, Don M. O. A. y Dña. M.–E. P. P., domiciliados en Sevi-
lla, solicitaron la inscripción de nacimiento de su hijo adoptado D.–M. O. 
P., nacido en la Federación rusa el 20 de julio de 1996, y que en dicha ins-
cripción figurase además de los datos del nacimiento y del nacido, las 
circunstancias personales de los padres adoptivos y la referencia al matri-
monio de éstos, así como constase lugar de nacimiento Sevilla. Se acom-
pañaba la siguiente documentación: Declaraciones de datos para la ins-
cripción, sentencia de adopción; certificado de nacimiento, y de adopción 
del menor; y volante de empadronamiento, DNI, certificado de idoneidad, 
de nacimiento y de matrimonio de los padres adoptivos.

2. Ratificados los promotores, el Ministerio Fiscal informó que nada 
oponía. El Juez Encargado del Registro civil de Sevilla remetió la docu-
mentación al Registro Civil Central.

3. El Juez Encargado del Registro Civil Central dictó acuerdo en 
fecha 7 de abril de 2005, por el que se disponía practicar la inscripción 
principal de nacimiento y marginal de adopción relativa al menor, y asi-
mismo declaraba que el Registro Civil Central no era competente para la 
práctica de la nueva inscripción de nacimiento en la que se refleje como 
lugar de nacimiento el del domicilio en España de los padres del menor, 
debiendo los mismos solicitar previamente el traslado de los asientos que 
figuran en este Registro al Registro Civil de su domicilio, y posterior-
mente solicitar ante él la aplicación de la Instrucción de 1 de julio de 2004, 
ya que practicar la nueva inscripción en el Registro Civil Central, desig-
nando como lugar de nacimiento un Municipio de España, sería una cir-
cunstancia reveladora de la adopción, lo que iría en contra de la Instruc-
ción citada.

4. Notificada la resolución a los promotores y al Ministerio Fiscal, 
éste interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, solicitando que se declare la competencia del Registro Civil 
Central para la aplicación en su totalidad de la Instrucción de 1 de julio de 
2004, por considerar que es el competente, al haber ocurrido realmente el 
nacimiento en el extranjero. Asimismo, hay que tener en cuenta que soli-
citar el traslado de los asientos es algo voluntario y que en este supuesto 
se impone a los particulares para poder acogerse al derecho previsto en la 
Instrucción de 2004, por lo que se entiende contraria a la Ley esta obliga-
ción de realizar el traslado.

5. El Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central informó 
que a su juicio no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que aconsejaron dictar la resolución, por lo que debía confirmarse y remi-
tió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 16, 18, 23 y 97 de la Ley del Registro Civil; Dis-
posición final segunda de la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se modi-
fica el Código civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separa-
ción y divorcio; los artículos 68 y 76 a 78, y 342 del Reglamento del 
Registro Civil; el Real Decreto 820/2005, de 8 de julio por el que modifica 
los artículos 77 y 307 del Reglamento del Registro Civil; y las Instruccio-
nes de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 15 de 
febrero de 1999 y de 1 de julio de 2004.

II. Se plantea en este expediente cuestión de competencia para ins-
cribir el nacimiento de un hijo adoptivo, respecto del cual los padres 
adoptantes habían solicitado que constara en la inscripción como lugar de 
nacimiento, no el real –Rusia-, sino el de su domicilio; ello, acogiéndose a 
la Instrucción de esta Dirección General de 1 de julio de 2004, que modifi-
caba la de 15 de febrero de 1999, mediante la adición de un apartado a la 
regla primera. El auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil 
Central acordó practicar las inscripciones principales de nacimiento y las 
marginales de adopción, pero no las nuevas inscripciones, previstas en la 
regla primera de la Instrucción de 15 de febrero de 1999, en su redacción 
modificada, por entender que carece de competencia para ello en cuanto 
a la modificación del lugar de nacimiento del inscrito.

III. La cuestión suscitada por el presente recurso plantea dificulta-
des de interpretación centradas, como se verá, en el periodo de vigencia 
de la Instrucción de 1 de julio de 2004 (publicada en el BOE del 5 de julio 
de 2004) anterior a la entrada en vigor de la Ley 15/2005, de 8 de julio 
(publicada en el BOE del 9 de julio de 2005 y que entró en vigor el día 10 
del mismo mes, conforme a su disposición final cuarta), y tiene por objeto 
dilucidar si la aplicación de la citada Instrucción es compatible con los 
criterios legales de competencia para la inscripción de las adopciones 
internacionales que, en virtud del principio de la territorialidad, corres-
ponde, atendido al lugar del nacimiento, al Registro Civil Central o a los 
Registros Consulares o si, por el contrario, la aplicación de la Instrucción 
exige un previo traslado de la inscripción al Registro Civil municipal com-
petente.

IV. En cuanto a la cuestión suscitada, hay que comenzar indicando 
que se trata de un tema que ha dado lugar a una importante controversia 
jurídica ya residenciada en este Centro Directivo en vía de numerosos 
recursos similares al presente entablados contra diversas resoluciones 
del Registro Civil Central que viene declinando su competencia en casos 
de adopciones internacionales para practicar nuevas inscripciones, una 
vez extendida la principal de nacimiento y la marginal de adopción, modi-
ficando el lugar de nacimiento del inscrito por el correspondiente al 
domicilio de los padres. Tales denegaciones se fundamentan en el princi-
pio citado de territorialidad, en razón del lugar de acaecimiento del hecho 
inscribible, en este caso del nacimiento –igual regla rige también para el 
matrimonio y la defunción –, con arreglo al que ordena la competencia de 
los Registros Civiles municipales y consulares el artículo 16 de la Ley del 
Registro Civil. Este precepto aparece, a su vez, desarrollado por el 
artículo 68 del Reglamento del Registro Civil que establece, como excep-
ción o regla especial, la atribución de la competencia al Registro Civil 
Central en aquellos casos en que siendo competente conforme a la norma 
general un Registro Civil Consular, el promotor de la inscripción esté 
domiciliado en España.

El silogismo jurídico que subyace en tal fundamentación denegatoria 
consiste en que si la competencia del Registro Civil Central, que es concu-
rrente, requiere la existencia de un Registro Consular competente por 
razón del lugar del acaecimiento del nacimiento en el extranjero, siendo 
así que dicha competencia no existe cuando el lugar en que se produce el 
alumbramiento forma parte del territorio español (cfr. arts. 15 y 16 
L.R.C.), ello supone que por definición el Registro Civil Central en ningún 
caso puede ser competente para practicar la inscripción de nacimientos 
cuyo lugar de nacimiento sea un municipio español, lugar de nacimiento 
que, real o ficticio, sería el que vendría a proclamar la inscripción resul-
tante de la aplicación de la Instrucción de 1 de julio de 2004. Se refuerza 
este silogismo observando que el Preámbulo de la citada Instrucción 
alude a la atribución a los adoptantes de una facultad similar a la que el 
apartado 2 del artículo 16 de la Ley otorga a los padres biológicos al per-
mitirles solicitar la inscripción del nacimiento del hijo en el Registro Civil 
municipal correspondiente a su domicilio, toda vez que para tales hipóte-
sis el párrafo final del citado precepto dispone que en las inscripciones de 
nacimiento extendidas en su virtud «se considerará a todos los efectos 
legales que el lugar del nacimiento del inscrito es el municipio en el que se 
haya practicado el asiento», entre cuyos efectos legales se debe incluir el 
de determinar la competencia del Registro Civil.

V. Frente a tal argumentación se puede oponer de contrario que la 
ficción creada por la Instrucción de 1 de julio de 2004 en cuanto al lugar 
de nacimiento del inscrito responde a una finalidad protectora y tiende a 
evitar la publicidad de la filiación adoptiva y de aquellas circunstancias 
que pudieran revelarla con el fin de proteger la intimidad personal, fami-
liar y el interés del menor, siendo así que uno de tales datos reveladores 
puede ser el lugar real del nacimiento, pero que tal ficción legal no altera 
en nada la competencia del Registro Civil Central para extender la nueva 
inscripción haciendo constar como lugar de nacimiento el del domicilio 
de los padres adoptantes en lugar del real. Tal competencia, desde esta 
perspectiva, seguiría recayendo en el Registro Civil Central ya que la 
nueva inscripción tiene su origen en un asiento principal y en una margi-
nal de adopción, que atraen por conexidad la competencia para practicar 
el asiento subsiguiente conforme al artículo 46 de la Ley del Registro 
Civil.

VI. Pero esta posición de contrario no puede sostenerse ya que una 
atenta observación de tal hipótesis revela que sería precisamente la citada 
finalidad de la Instrucción de 15 de febrero de 1999, en su redacción modi-
ficada de 1 de julio de 2004, la que se vería no sólo frustrada, sino flagran-
temente violentada toda vez de que practicarse las pretendidas inscripcio-
nes en el Registro Civil Central haciendo constar como lugar de 
nacimiento el del domicilio de los padres en España (siendo así que el 
único supuesto legal en que cabría tal circunstancia sería el amparado por 
la misma Instrucción), resultaría que la propia inscripción estaría procla-
mando el carácter adoptivo de la filiación inscrita. Por lo tanto, no es que 
el mecanismo previsto por la Instrucción resultase inútil para el logro de 
la finalidad perseguida, sino que de forma contraproducente se produciría 
el efecto inverso. Y repárese que el dato del lugar de nacimiento en 
España no tendría la categoría de potencialmente revelador de la adop-
ción (como eventualmente podría suceder por la constancia registral del 
lugar de nacimiento en un país remoto), sino que resultaría determinante 
y concluyente, sin ambigüedad ni anfibología alguna, en tal sentido. En 
consecuencia es obvio que, al margen del silencio de la Instrucción sobre 
el tema de la competencia y sobre los efectos que de negarla al Registro 
Civil Central se siguen, la interpretación finalista de la misma no permite 
otra opción conclusiva que la apuntada, lo que conduce a la desestima-
ción del recurso formulado.

Todo lo anterior conduciría al absurdo si se entendiese que la única vía 
para aplicar la Instrucción de 1 de julio de 2004 es la que tiene por resul-
tado el apuntado de vulnerar su propio espíritu y finalidad. Pero es que la 
legislación registral, integrando las lagunas de aquella, permite dar ade-
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cuada respuesta a las situaciones planteadas, armonizando la finalidad 
perseguida con las normas de competencia y con la voluntad y deseos de 
los interesados, por medio del traslado de los asientos registrales, de 
forma que, una vez practicada la inscripción principal de nacimiento y la 
marginal de adopción en el Registro Civil Central, los adoptantes podrán 
solicitar el traslado de tales asientos al Registro Civil municipal corres-
pondiente a su domicilio y, una vez trasladado el historial registral del 
adoptado a dicho Registro, solicitar que en aplicación de las Instruccio-
nes de constante cita se extienda una nueva inscripción referida tan sólo 
a la filiación adoptiva y al nuevo lugar de nacimiento.

Finalmente no se puede omitir que la conclusión alcanzada es precisa-
mente la que ha adquirido carta de naturaleza normativa por medio de la 
Ley 15/2005, de 8 de julio, que ha dado nueva redacción al ordinal 1.º del 
artículo 20 de la Ley del Registro Civil, y del Real Decreto 820/2005, de la 
misma fecha, que ha hecho lo propio con el artículo 77 del Reglamento del 
Registro Civil, disposiciones que presuponen la existencia de un traslado 
de las inscripciones principal y marginal de adopción para que los padres 
adoptantes puedan solicitar que en la nueva inscripción, que conforme al 
principio de economía procedimental se ha previsto que sea única, esto 
es, integrada por la propia inscripción del traslado, se haga constar junto 
con los datos exclusivos de la filiación adoptiva y demás datos del nacido, 
como lugar de nacimiento el del domicilio de los padres, según antes se 
expuso.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria:

1.º Desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.
2.º Declarar competente para practicar la nueva inscripción de naci-

miento del hijo de los promotores, al Registro Civil correspondiente al 
domicilio de los padres, previa petición por estos del traslado de las ins-
cripciones principales de nacimiento y marginales de adopción practica-
das en el Registro Civil Central.

Madrid, 20 de octubre de 2005.–La Directora General, Pilar Blanco-
Morales Limones.

Sr. Juez Encargado del Registro Civil Central. 

 18982 ORDEN JUS/3579/2005, de 26 de octubre, por la que se 
manda expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, 
Real Carta de Sucesión en el título de Marqués de Campo 
Ameno a favor de don Fernando Pérez-Ullivarri y Fernán-
dez-Corugedo.

De conformidad con lo prevenido en el artículo 12 del Real Decreto de 
27 de mayo de 1912, este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha 
tenido a bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se 
expida, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión 
en el título de Marqués de Campo Ameno, a favor de don Fernando Pérez-
Ullivarri y Fernández-Corugedo, por cesión de su madre, doña Ana María 
Fernández-Corugedo y Fernández de Cotarelo.

Madrid, 26 de octubre de 2005.

LÓPEZ AGUILAR 

 18983 ORDEN JUS/3580/2005, de 26 de octubre, por la que se 
manda expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, 
Real Carta de Sucesión en el título de Marqués de la Gra-
cia Real a favor de don Ramón María Narváez Méndez de 
Vigo.

De conformidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo
de 1912, este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido a bien 
disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se expida, sin 
perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión en el título 
de Marqués de la Gracia Real, a favor de don Ramón María Narváez Méndez 
de Vigo, por fallecimiento de su padre, don Ramón Narváez de Melgar.

Madrid, 26 de octubre de 2005.

LÓPEZ AGUILAR 

MINISTERIO DE DEFENSA
 18984 RESOLUCIÓN 174/2005, de 4 de noviembre, de la Subse-

cretaría de Defensa, por la que se da publicidad a la cláu-
sula adicional para el año 2005, tercera, al Convenio de 
colaboración en materia sanitaria entre el Ministerio de 
Defensa y la Comunidad Autónoma de Aragón.

Suscrito el 29 de julio de 2005, Convenio entre el Ministerio de Defensa 
y el Gobierno de Aragón, en cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 
dos del artículo 8 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de 
dicho acuerdo, que figura como anexo de esta Resolución.

Madrid, 4 de noviembre de 2005.–El Subsecretario, Justo Zambrana 
Pineda.

ANEXO

Cláusula adicional para el año 2005, tercera, al Convenio de cola-
boración en materia sanitaria entre el Ministerio de Defensa y el 
Gobierno de Aragón, Departamento de Salud, Consumo y Servicios 

Sociales

En Zaragoza, a 29 de julio de 2005

REUNIDOS

De una parte, en representación del Ministerio de Defensa, el Excmo. 
Sr. don José Bono Martínez, en uso de la atribución conferida por la Dis-
posición adicional decimotercera de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedi-
miento administrativo común.

De otra, la Excma. Sra. doña M.ª Luisa Noeno Ceamanos, Consejera de 
Salud y Consumo de la Comunidad Autónoma de Aragón, en nombre y 
representación del Departamento de Salud y Consumo, en virtud de las 
competencias que se le atribuyen en el artículo 60.t) de la Ley 6/2002, de 15 
de abril, de salud de Aragón.

Ambos se reconocen la capacidad jurídica y de obrar en nombre de la 
Entidad que representan, y formalizar el presente Convenio de Colabora-
ción con base en lo establecido por el artículo 90 de la Ley 14/1986, de 25 
de abril, General de Sanidad, y a tal efecto

MANIFIESTAN

Que el Convenio de Colaboración suscrito, con fecha 4 de marzo 2003, 
entre el Ministerio de Defensa y el Departamento de Salud y Consumo de 
la Comunidad Autónoma de Aragón prevé en su cuarta estipulación el 
establecimiento de una Cláusula Adicional anual en la que se determina-
rán las variables técnicas, asistenciales, económicas y de cualquier otra 
índole en las que habrá de materializarse dicho convenio para el ejercicio.

A estos efectos las partes formalizan la presente Cláusula para el
año 2005 de acuerdo con las siguientes

ESTIPULACIONES

Primera. Objeto de la cláusula adicional anual.–El objeto de la pre-
sente cláusula adicional es la regulación para el período del año 2005 de 
la prestación de asistencia sanitaria a los beneficiarios del Servicio Arago-
nés de Salud por el Hospital General de la Defensa de Zaragoza y el Hos-
pital Central de la Defensa, con la extensión y condiciones que más ade-
lante se especifican, así como la contraprestación económica que el 
hospital va a percibir por estos servicios.

Segunda. Modalidades de prestación de servicios por el Hospital 
General de la Defensa de Zaragoza.–Las modalidades de prestación de 
servicios por parte del Hospital General de la Defensa de Zaragoza 
serán:

1. Hospitalización.
2. Urgencias (con o sin ingreso posterior).
3. Consultas Externas.
4. Cirugía menor ambulatoria.
5. Cirugía mayor ambulatoria.
6. Cirugía mayor.
7. Exploraciones Diagnósticas.
8. Procedimientos Terapéuticos.
9. Sesiones Quirúrgicas.


